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PROYECTO DE LEY


El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de 

LEY

Artículo 1: Modificase el Artículo 40  de la Ley Nº 13.951, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

Artículo 40.- La Mediación Obligatoria prejudicial tendrá carácter de intimación con los efectos previstos en el segundo párrafo del artículo 3986 del Código Civil. Asimismo, suspende los plazos de caducidad desde la formalización de la pretensión en los términos del artículo 6º hasta la fecha del acta de cierre del procedimiento de mediación, en caso de no arribarse a un acuerdo, y desde la notificación denegatoria de la homologación, en caso de haberse llegado a uno.
Artículo 2: De forma

FUNDAMENTOS
La ley 13.951establece en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, la mediación civil y comercial en forma previa y obligatoria;
Dicha ley no consideró una situación que, en el ámbito nacional, generó muchos conflictos a partir de la ley de mediación 24.573 y que, con la reciente ley 26.589 (B.O. 6-5-2010) fue modificada;
Vigente la ley 24.573 se generó una controversia sobre los efectos del procedimiento de la mediación prejudicial sobre el plazo para impugnar decisiones asamblearias;
El art. 251 de la ley 19.550 con sus modificaciones dispone que “La acción se promoverá contra la sociedad, …, dentro de los tres (3) meses de clausurada la asamblea”;
La doctrina y jurisprudencia mercantil mayoritarias ha considerado este plazo como de caducidad
, mientras que una minoría sostiene que el plazo es de prescripción
;
El conflicto consistió en determinar si el sometimiento al proceso de mediación –prejudicial y obligatorio- suspendía el plazo para impugnar decisiones asamblearias (art. 251, LSC), en tanto resulta “doctrina universalmente admitida”
 que la caducidad no está sujeta a interrupción ni a suspensión, ya que se aplica a pretensiones para cuyo ejercicio se señala un término preciso, por lo que nacen originariamente con esa limitación de tiempo, en virtud de la cual no se pueden hacer valer una vez transcurrido el plazo respectivo (cfr. C.S.J.N., 13-12-1988, in re “Sud América T. y M. Cía. de Seg. S.A. c/ S.A.S. Scandinavian A.S. s/ cobro”, REDS nº 29, www.societario.com, ref. nº 8336); 
Luego de mucha controversia, la Cámara Nacional de Comercio de la Capital Federal, dictó el fallo plenario “Giallombardo”
 que resolvió: “... No corresponde otorgar a la iniciación del trámite de mediación previa efectos suspensivos sobre el plazo para deducir la acción de impugnación asamblearia prevista en el artículo 251 de la Ley de Sociedades", en virtud de que el plazo para impugnar es considerado un plazo de caducidad y, por ende, no es pasible de suspenderse ni de interrumpirse;
Sin embargo, el instituto de la caducidad no posee una regulación sistemática en nuestro ordenamiento jurídico. Hace ya más de ocho décadas, Salvat califico a la caducidad de “teoría oscura”. Spota, uno de los más reconocidos civilista de la Republica Argentina, es su tratado
 en forma reiterada se pregunta cuáles son los elementos que diferencian a la caducidad de la prescripción y afirma la imposibilidad de suspender la caducidad, preguntándose seguidamente ¿Qué apoyatura legal tiene el principio de que la caducidad no reconoce causales de suspensión?, respondiendo a renglón seguido que “no contamos, frente a la laguna legislativa que la materia ofrece, con una norma de contenido general…. “. Sin embargo, luego cita doctrina a favor y en contra de la postura que entiende  que las causales de suspensión  de la prescripción son aplicables a la caducidad y expone finalmente lo siguiente: “…. si el acto impeditivo no fuere posible efectuarlo por impedimento jurídico, o por un evento fortuito, el plazo de caducidad deja de correr”
. Por lo tanto, el principio general es la no suspensión y solo en forma excepcional ciertos supuestos (el cual puede ser la mediación) pueden ser catalogados como alteraciones a un principio que a primera vista parecía inconmovible;  
El proyecto de Unificación Civil y Comercial de 1998 le dedico un capítulo especial a la caducidad. El art. 2507 deponía: “Suspensión o interrupción. Los plazos de caducidad no se suspenden ni interrumpen, salvo disposición legal en contrario”, posteriormente en el art. 2509 estipula los actos que impiden la caducidad, entre los que se menciona: “el cumplimiento del actos previsto por la ley… impide la caducidad”.
En rigor,  la conclusión del plenario es una afirmación dogmática, basada en una tradición doctrinaria y jurisprudencial
 que reconoce su origen en el derecho italiano
, y resulta de dudosa justificación en nuestro derecho positivo
; 

La solución del plenario “Giallombardo” obligó a los litigantes a iniciar –en forma casi simultánea- el  procedimiento de mediación junto a la acción de nulidad de decisiones asamblearias (demanda), al entenderse que la mediación no suspendía el plazo de caducidad del art. 251, LSC;
Esta situación atentaba contra el correcto funcionamiento del proceso de mediación, ya que se llegaba a éste –o por lo menos se transitaba gran parte de él- con una demanda judicial ya interpuesta. Por ello, el decisorio referenciado ha sido fuertemente criticado por la doctrina. En tal sentido, se ha pronunciado que el fallo plenario es ineficiente porque obliga a la parte actora a interponer la acción de impugnación de decisión asamblearia mientras se encuentra tramitando la mediación y porque la deducción de la demanda de nulidad podría afectar la posibilidad de llegar a un acuerdo en el marco de la mediación
. En rigor, la reflexión que emana del plenario violenta el sentido común y se aparta de la respuesta más valiosa, manteniendo la necesidad de sostener por los mismos sujetos la controversia judicial y la vía negocial. Generando esta circunstancia, desde un abordaje humano y jurídico multidisciplinario, una situación realmente “irracional” e injusta
;
El legislador nacional, advertido de la problemática suscitada decidió poner claridad y seguridad jurídica al asunto,  estableciendo en el artículo 18 de la reciente ley 26.589 lo siguiente: Prescripción y caducidad. La mediación suspende el plazo de prescripción y de la caducidad en los siguientes casos:

a) En la mediación por acuerdo de partes, desde la fecha de imposición del medio fehaciente de notificación de la primera audiencia al requerido, o desde la celebración de la misma, lo que ocurra primero;

b) En la mediación por sorteo, desde la fecha de adjudicación del mediador por la autoridad judicial;

c) En la mediación a propuesta del requirente, desde la fecha de imposición del medio fehaciente de notificación de la primera audiencia al requerido, o desde la celebración de la misma, lo que ocurra primero.

En los dos primeros supuestos, la suspensión opera contra todas las partes. En el caso del inciso c), únicamente contra aquél a quien se dirige la notificación.

En todos los casos, el plazo de prescripción y de caducidad se reanudará a partir de los veinte (20) días contados desde el momento que el acta de cierre del procedimiento de mediación prejudicial obligatoria se encuentre a disposición de las partes.”;
Es decir, el artículo 18 de la nueva Ley de Mediación nacional estableció –directamente- la suspensión del plazo de prescripción y de caducidad de todas las acciones y derechos mientras dure el proceso de mediación prejudicial. Solución que no contempla la ley provincial 13.951 y que, sin duda, generará problemas en la práctica;
En rigor, la problemática y la situación descrita precedentemente pueden extenderse a otros plazos e institutos del derecho;

Por lo cual, deviene necesario que el legislador bonaerense evalúe y considere las situaciones disvaliosas generadas en jurisdicciones donde hace más de una década funciona el instituto de mediación obligatoria prejudicial;
Por lo expuesto, solicito a los Señores Diputados Provinciales que me acompañen en la sanción del presente Proyecto de Ley
Provincia de Buenos Aires


Honorable Cámara de Diputados





Provincia de Buenos Aires


Honorable Cámara de Diputados








� Ello se basa en la necesidad de dar certeza a las decisiones asamblearias, porque no es posible imaginar que la vida societaria pueda estar sometida a la incertidumbre de que se declare la nulidad de un acto celebrado por su órgano más trascendente (cfr. CNCom., Sala E, 26-12-1991, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=4173" �“Parodi de Pérez Nelly c/ Transportes del Tejar S.A.”�, www.societario.com, ref. nº 4173; idem, Sala E, 2-6-1994, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=8462" �“Hirschmann, Juan c/ Centro de Investigaciones Médicas Hansi S.A.”�; idem, Sala A, 22-11-2002, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=1795" �“Regidor Alicia Celsa c/ Aerolíneas Argentinas S.A.”�, REDS nº 13, www.societario.com, ref. nº 1795). La ratio legis de la norma no es otra, en este punto, que la de aventar inseguridades que podrían naturalmente inspirar a los terceros, decisiones asamblearias sujetas a objeciones por un período prolongado, y disipar la inseguridad que viviría el ente societario si las decisiones de su órgano de gobierno padecieran una extensa exposición a su vulnerabilidad (cfr. CNCom., Sala B, 21-3-1979, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=6496" �“Carabassa, Isidoro c/ Viuda de Canale e hijos S.A.”�, www.societario.com, ref. nº 6496). El plazo trimestral establecido por el art. 251 de la ley de sociedades es de caducidad y no de prescripción (cfr. CNCom., Sala A, 15-2-1999, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=8392" �“Pie Fabián Luis c/ Corhoma S.R.L.”�; idem, Sala B, 16-11-1999, “Bentivogli Victorio c/ Connect-It S.R.L.”; idem, Sala C, 24-6-1985, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=3960" �“Farina de Pareja M. c/ Crédito Liniers S.A.”�, www.societario.com, ref. nº 3960; idem, Sala D, 13-5-1991, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=2151" �“Cuffia José c/ La Concordia Cía. Argentina de Seguros S.A.”�, www.societario.com, ref. nº 2151; idem, Sala E, 23-12-1997, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=8463" �“Piermarocchi Ernesto c/ Hilados A.P. S.A.”�); ídem, Sala A, 5/3/87, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=8408" �“Acerbo, A. c/ Banco Popular Argentino s/ sumario”�; ídem, Sala A, 15/10/99, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=8407" �"Isola, Alejandro A. c/ Productora Americana SA s/ sum."�; ídem, Sala B, 13/8/85, “Sichel, Gerardo c/ Boris Garfunkel e hijos s/ ord.”; ídem, Sala B, 2/11/90, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=6731" �“Jares, Daniel Ernesto c/ Gascarbo SA s/ sumario”�, www.societario.com, ref. nº 6731; ídem, Sala E, 2/6/94, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=8462" �"Hirschmann, Juan c/ Centro de Investigaciones Médicas Hansi SA"�; ídem, Sala D, 4/9/89, “Fuentes de Durán, Delia c/ Durán SA”; ídem, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=4173" �“Parodi de Pérez, Nelly c/ Transportes del Tejar SA s/ sum.”�, www.societario.com, ref. nº 4173; ídem, Sala E, 14/9/05, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=8464" �"Rabuffetti, Diego c/ Auditorio Buenos Aires SA s/ ordinario"�; etc.). La interpretación indicada cuenta con la adhesión de un prestigioso superior tribunal de provincia (SCBA, 4/12/90, � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=1388" �“Salgado, R. c/ Polleschi, A. y otros”�, ED, t. 148, p. 262 y www.societario.com, ref. nº 1388), y de la prestigiosa Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Bahía Blanca, Sala I, 19-3-1992, , “López Cabañas, Omar A. c/ Banco Comercial de Tres Arroyos”, JA 1993-II-617 (voto del Dr. Cervini). Y es la aceptada por la mayoría de la doctrina nacional (Fargosi, H., Estudios de derecho societario, Bs. As., 1978, p. 227; Fargosi, H. y Giraldi, P., Nuevamente sobre la nulidad de asambleas de sociedades anónimas, ED 174-998; Otaegui, J., Invalidez de actos societarios, Bs. As., 1978, p. 416; Zaldívar, E. y otros, Cuadernos de derecho societario, Bs. As., 1978, vol. III, p. 393; Bendersky, M., Impugnación judicial de asambleas de sociedades anónimas, RDCO, t. 1977, p. 20; Dasso, A., La sociedad anónima en la ley de reformas 22.903, Bs. As., 1985, p. 212; Arecha, M. y García Cuerva, H., Sociedades Comerciales, Buenos Aires, 1977, p. 372; Sasot Betes, M. y Sasot, M:, Sociedades Anónimas - Las asambleas, Bs. As., 1978, p. 654; Roitman, H., Impugnación de decisiones asamblearias, RDCO, t. 1984, p. 99; Martorell, E., Sociedades Anónimas, Bs. As., 1988, p. 297; Migliardi, F., Carácter del plazo fijado por el art. 251 de la ley de sociedades, LL 1979-B, p. 394; Verón, A., Sociedades Comerciales, ley 19.550 comentada, anotada y concordada, Bs. As., 1993, t. 3, p. 929; Verón, V., Tratado de los conflictos societarios, Bs. As., 2006, p.. 960/961, n° 94; Villegas, C., Sociedades Comerciales - De las sociedades en particular, Santa Fe, 1997, t. II, p. 339; Richard, E. y Muiño, O., Derecho Societario, Bs. As., 2000, p. 506, n° 321; Muguillo, R., Apostillas sobre la acción de nulidad de asamblea y la acción de impugnación del art. 251 LS, RDCO, 1994, p. 511; Conflictos societarios, Astrea, Bs. As., 2009, p. 425; Gagliardo, M., Sociedades Anónimas, Bs. As., 1988, p. 255; Williams, J., La impugnación de decisiones asamblearias nulas y el art. 251 de la ley 19.550, LL 1983-C, p. 1047; Fernández Madrid, J. (director), Código de Comercio comentado, Bs. As., 1980, t. 2, p. 965; Uguet, R., Régimen impugnatorio de las resoluciones asamblearias de las sociedades anónimas, JA 2000-IV, p. 1163; Porcelli, L., Los terceros frente a la impugnación de una decisión asamblearia, LL, 2005-F, p. 1183; Manóvil, R., El uso derivado de los mecanismos societarios como supuesto excluido de la caducidad del � HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=922" \l "251" �art. 251� de la LS en un fallo que marca un hito, ED t. 168, p. 545; Ralló, M., Impugnación de asambleas de sociedades anónimas, LL, 2004-B, p. 1244; etc.. Asimismo, sujetar la acción de impugnación de asambleas a un plazo de caducidad es el criterio aprobado por el Anteproyecto de reformas a la ley de sociedades comerciales elaborado por los doctores Anaya, Bergel y Etcheverry (� HYPERLINK "http://www.societario.com/includes/Documento.asp?id_documento=922" \l "251" �art. 251�), y el adoptado por el art. 116 de la ley española de sociedades anónimas del 22/12/1989 (conf. Carrera Giral, J., Ley de sociedades anónimas, t. II, p. 833 y ss., Barcelona, Bosch, 1991), entre otras legislaciones.


� En contra Nissen, R.; Impugnación judicial de actos y decisiones asamblearias, Depalma, Bs. As., 1989, p. 143; Halperín I., Sociedades anónimas, p. 658; Zavala Rodriguez, C.; Código de comercio comentado, Bs. As., T. IV, p. 290; Farina,J.M., T.II-B, p. 301; López Tilli, A., "La mediación en el marco de los procesos de mediación de asambleas", DSC, n. 227, octubre de 2006, Errepar, p. 1117.


� En palabras del plenario “Giallombardo”.


� CNCom., en pleno, 9-3-2007, “Giallombardo, Dante Néstor c/ Arredamenti Italiani S.A. s/ Ordinario”.


� Spota, Alberto G. Tratado de Derecho Civil, Parte General, T.I, vol.3, “Prescripción y caducidad”, 1959, Ed. Roque Depalma, p. 647 y ss.


� Ibíd., p. 668.


� Criterio de la CSJN in re: “Sud América T. y M. Cía de Seg. S.A. c/ S.A.S- Scandinavian A.S. s/ Cobro”, Fallos 311:2646 (“el plazo de caducidad no es susceptible de interrupción ni de suspensión”). 


� El art. 2.964 del Código Civil italiano expresamente dispone que las normas  sobre interrupción y suspensión de la prescripción no se aplican a la caducidad (“decadenza”). En nuestro país se ha mantenido esta limitación tal vez porque en algunos artículos se hace correr el plazo de caducidad aún en caso de que el sujeto legitimado a impedirla fuera incapaz (por ejemplo: el art. 1.382, aunque éste es uno de los artículos donde más cuestionable se hace el argumento de la caducidad, porque se refiere a la extinción de un derecho, cuando la caducidad obsta a la conformación del derecho).


� En contra de tal afirmación dogmática: Salvat, Raymundo M. y Galli, Enrique V.; Tratado de Derecho Civil Argentino, T.III, Obligaciones en general, 6ª edic., TEA, Bs. As., 1956, p. 685, ( 2312ª. Ver, también, De Cucco Alconada, María Carmen, “El dogma de la imposibilidad de suspensión del plazo de caducidad. Comentario al plenario “Giallombardo, Dante Néstor c/ Arredamenti Italiani S.A. s/ ordinario”,  REDS Nº 30 - Junio 2007, � HYPERLINK "http://www.societario.com" ��www.societario.com�; Junyent Bas, Francisco y Chiavassa, Eduardo N.; “La mediación como causa legal de suspensión del plazo de caducidad del art. 251, Ley de Sociedades. Nuevamente sobre el plenario "Giallombardo", JA 2007-III-826.. 


� Cfr. Duprat, Diego A., “El plazo para impugnar decisiones de la asamblea y los efectos de la mediación previa obligatoria” J.A, Vol. 2 (2007), pág. 699.


� Cfr. Junyent Bas Francisco y Chiavassa Eduardo, “La mediación como causa legal de suspensión del plazo de caducidad del art. 251 ley de sociedades”, J.A Vol. 3 (2007), pag. 826.





